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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia la impugnación interpuesta por el accionante señor PEDRO MARTÍN PEDROZA ROMERO contra el fallo proferido el veinte (20) de julio del año que avanza por el señor Juez Quinto  Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción constitucional interpuesta, donde aparece como accionado el Instituto del Seguro Social.

2.- DEMANDA 
Relató el señor PEDROZA ROMERO haber laborado en entidades públicas y como trabajador independiente, con las respectivas cotizaciones por concepto de pensión al Seguro Social de manera directa hasta el año 1999, cuando por pérdida del empleo tuvo que acudir al subsidio que otorga el Fondo de Solidaridad Pensional, por intermedio de un consorcio que lo vinculó nuevamente desde el primero (1º) de octubre de dos mil (2000) hasta el treinta y uno (31) de enero de dos mil cinco (2005) cuando fue retirado del programa por motivo de vejez (en esa fecha cumplió los 65 años).

Afirma cumplir con los requisitos que contempla el artículo 12 del acuerdo 049 de 1990 por haber superado las mil (1000) semanas de cotización y haber cumplido los 65 años de edad. No obstante, en resolución de la Jefatura del Departamento de Atención al Pensionado de esta seccional, fechada el veintiocho (28) de julio de dos mil cuatro (2004), se le negó la pensión de vejez por no cumplir con las exigencias para ello, sobre lo cual afirma no estar de acuerdo toda vez que cuando cumplió los sesenta (60) años había cotizado a la Caja de Previsión Departamental del Tolima (entidad del Estado) 583 semanas y al Seguro Social 205, para un total de 788 semanas, con lo cual debería estar pensionado desde hace cinco (5) años.

Frente al acto administrativo anteriormente señalado interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación desde el diez (10) de septiembre del año anterior y adjuntó la documentación pertinente. Sin embargo, el diez (10) de noviembre, una vez habían transcurridos cincuenta y cuatro (54) días sin obtener respuesta al recurso impetrado, elevó derecho de petición ante la Oficina Jurídica del Seguro en Ibagué (Tol.) donde se le respondió que de conformidad con el artículo 60 del C. C. A. si no se obtenía contestación en un término de sesenta (60) días, se entendería que la decisión era negativa.

Envió por intermedio del Seguro Social de Ibagué, petición al Departamento de Atención al Pensionado del Seguro Social en Pereira fechada el siete (7) de febrero de dos mil cinco (2005), para que respondiera los recursos interpuestos (Reposición y en subsidio Apelación) y una copia fue radicada también en las oficinas del Seguro en esta ciudad, sin que se hubiera producido respuesta alguna.

Solicitó  que se protegieran sus derechos constitucionales fundamentales a la igualdad, al mínimo vital y de petición; entonces que se ordenara al Seguro Social expedir sin más dilaciones la resolución correspondiente a la pensión de vejez del accionante.

Con la demanda, se presentaron copias de los documentos en los cuales soporta su petición el actor.

3.- FALLO 

El señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, estimó que lo concerniente al reconocimiento de la pensión era asunto cuya definición escapaba a la acción de tutela, en vista del procedimiento que se debía agotar para recopilar las pruebas necesarias, lo cual desbordaba el límite temporal con que se contaba para resolverse el asunto puesto en consideración del Juez Constitucional.

Tuvo en cuenta que el asunto planteado por el actor revestía cierta complejidad y por tanto requería de un estudio mucho más minucioso y profundo, no compatible con la acción de tutela cuyo trámite se basa en la práctica de pruebas más elementales –pero contundentes- que le den certeza al funcionario para resolver el derecho. Se apoyó entonces en jurisprudencia de la Corte Constitucional para declarar la improcedencia del mecanismo de amparo en lo que al reconocimiento de la pensión se centraba.

A pesar de ello, concluyó que sí se había presentado vulneración al derecho de petición al haber sido las solicitudes del accionante solucionadas de manera parcial, situación que no se justificaba tras haber transcurrido más de nueve (9) meses desde el momento en que se interpusieron los recursos por parte del señor PEDROZA ROMERO.

Acotó que las autoridades estaban obligadas a dar respuesta de manera pronta y eficaz a las inquietudes planteadas por los asociados, y en caso de no hacerlo así infringían la Constitución y la Ley. Por ello, concedió el amparo de tal garantía y ordenó al Seguro Social que resolviera el recurso de apelación interpuesto en contra de la resolución No. 4111 del veintiocho (28) de julio de dos mil cuatro (2004) que le negó la pensión de vejez al accionante; sin dejar de llamar la atención en que de acuerdo con la respuesta suministrada por el Seguro Social se había proferido la resolución 3367 del primero (1º) de junio de este año, la cual sería notificada en los primeros días del mes de agosto, sin que se comprendiera la razón para tal dilación. Solicitó aclaración a la entidad accionada al respecto y que de no mediar motivo legal, procediera a notificar de manera inmediata tal acto administrativo con el cual se resolvía el recurso de reposición incoado por el señor PEDROZA ROMERO.

4.- IMPUGNACIÓN

El accionante en el escrito pertinente solicita que se ordene al Seguro Social que profiera sin más dilaciones la resolución correspondiente a su pensión de vejez al considerar que reúne los requisitos que exige la ley, es decir, la edad de 65 años y haber cotizado más de mil semanas, para lo cual aduce que los documentos pertinentes reposan en el Seguro Social de esta ciudad.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación del accionante contra el fallo proferido por el  señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Dígase ab initio, que es innegable que en lo que concierne al reconocimiento y pago de la pensión de vejez la ley ha conferido precisas facultades a las entidades del Sistema General de Pensiones para que previo análisis del cumplimiento de los requisitos existentes para acceder a tal prestación emitan decisión de fondo. Así mismo, lo es también que en virtud del procedimiento de verificación de datos y recolección de información sobre toda una vida de actividad laboral, se han establecido unos amplios términos para que se produzcan los actos administrativos o decisiones pertinentes, los cuales se han fijado en cuatro (4) meses desde la radicación de la respectiva solicitud hasta el proferimiento de la debida respuesta y dos (2) meses más para que en caso de reconocerse la pensión, la persona sea efectivamente incluida en nómina y se produzca el pago de la primera mesada.

Es por ello que normalmente no está dentro de la esfera de competencia del Juez en sede de tutela la orden de reconocimiento de tal prestación, entre otras razones, por la complejidad del proceso y el tiempo que tomaría, pero fundamentalmente, por cuanto resulta desde todo punto de vista improcedente que la judicatura desplace a las entidades a las cuales la ley les ha asignado tal función. En ese entendido, acertó el fallador de primera instancia al declarar que no era procedente el amparo en lo que a la orden del reconocimiento de la pensión concernía.

En el otro aspecto de la decisión impugnada, tampoco hay duda en la excesiva tardanza en que ha incurrido el Seguro Social para resolver los recursos que ha interpuesto de manera oportuna el señor PEDROZA ROMERO, con lo cual se evidencia una vulneración del derecho de petición y en principio, se comparte la solución tomada en la instancia.

No obstante lo anterior, llama poderosamente la atención de la Sala el hecho de haber accedido el actor a los beneficios que otorga el Ministerio de Protección Social con cargo a los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional desde el primero (1º) de octubre de dos mil (2000) hasta el treinta y uno (31) de enero de dos mil cinco (2005), fecha en que según la constancia que obra en la actuación, fue retirado por vejez
 al haber cumplido los sesenta y cinco años de edad. Pero además, en la relación que se hace de las cotizaciones efectuadas de manera conjunta por parte del administrador de los recursos del Fondo, el Consorcio Prosperar Hoy y el accionante no se observa solución de continuidad en el período en que fue cobijado con la medida especial, en otras palabras, se continuó cotizando durante ese lapso.

Esta circunstancia, hace evidente que en verdad la situación económica del señor PEDROZA ROMERO justificó que por parte del Estado se le subsidiaran las cotizaciones por concepto de pensión, no de otra manera se comprende que se le cobijara con tal medida. Aunado a lo anterior, se tiene que uno de los derechos que denuncia como vulnerados el accionante, es el mínimo vital, el cual se puede ver afectado por la carencia de recursos que puede presentar el accionante en orden a atender las necesidades vitales suyas y de su grupo familiar. Si se tiene en cuenta que se trata de una persona mayor, con 65 años cumplidos, que no ha desempeñado labor económica importante en los últimos cinco (5) años que le permitan la obtención de recursos, es posible considerar que el asunto pensión es para él un asunto vital y probablemente explique la vehemencia con que ha procurado obtener una respuesta puntual a través del largo término que ha tomado el Seguro Social para resolver de manera definitiva su petición.

Pero además, se observa aquí una flagrante vulneración del debido proceso que debe orientar a todas las actuaciones judiciales y administrativas, incluidas por supuesto las que adelante el Seguro Social. Acontece que aparte de haberse desbordado los términos legales para resolverse el recurso de reposición, el contenido de la resolución 3367 del primero (1º) de junio de dos mil cinco (2005) omitió pronunciarse sobre los planteamientos que hizo el recurrente al manifestar su inconformidad con la resolución 4111 del veintiocho (28) de julio de dos mil cuatro (2004) y solamente se limitó a consignar otra vez que el señor PEDROZA ROMERO no reunía los requisitos para acceder a la pensión, lo cual fue plasmado de manera genérica y sin mayor profundidad.

Obsérvese que uno de los puntos en los cuales fundamentó su disenso con la primera resolución el accionante, tiene que ver con el cómputo de las semanas cotizadas para pensionarse. Mientras el señor PEDRO MARTÍN afirma haber cotizado 1025 semanas, y a fe que ha sido constante en tal manifestación; por parte del Seguro, se ha hecho referencia a que inicialmente le aparecían acreditadas 877 semanas (Resolución 4111), pero en la última resolución (3367 del 01-06-2005) extrañamente se menciona que según el reporte expedido por la Gerencia Nacional de Historias Laborales, le aparecen 959 semanas cotizadas
.  Se evidencia entonces que el Seguro Social no ha sido diligente, acucioso y preciso –como es su deber- a la hora de resolver la solicitud de pensión que hiciera el señor PEDRO MARTÍN PEDROZA ROMERO, porque no se comprende cómo de buenas a primeras aparecen otras 82 semanas reportadas, las cuales no se tuvieron en cuenta antes.

Al presentarse tanto la solicitud inicial como el recurso de reposición se ha hecho expresa alusión a precisos períodos de cotización -el principal asunto debatido- lo que exige que se haga un análisis exhaustivo de los puntos allí tratados, con la respectiva comparación entre las cifras y argumentos que maneja el Seguro Social y las aportadas por el petente, luego de lo cual se debe proferir la decisión pertinente. Por el contrario, se observa en la resolución que desata el recurso que se trata de un acto administrativo general e impersonal que plasma criterios tangenciales y no se refiere en concreto a los planteamientos aportados por el recurrente para refutarlos o convalidarlos. Ello, constituye una vulneración flagrante del debido proceso al no motivarse adecuadamente las determinaciones tomadas, que como derecho fundamental que es, y ante la posibilidad de estarse afectando además, el mínimo vital de quien ha llegado a una avanzada edad sin acceder a una pensión, obliga al Juez constitucional a tomar cartas en el asunto.

Peor aún, aparece un ingrediente adicional que permite incluso pensar en una falsa motivación de los actos administrativos que ha proferido la entidad accionada con motivo de la petición de pensión que elevara el señor PEDROZA ROMERO. Al punto, también es curioso que el peticionario aduzca que desde hace cinco años tiene consolidado el derecho, toda vez que había cotizado más de quinientas (500) semanas (583 a la Caja de Previsión Dptal del Tolima, que era una entidad del Estado y 205 al Seguro Social para un total de 788 semanas) al momento de cumplir los sesenta (60) años. 

En su primera respuesta, el Seguro aduce que si bien tenía el requisito exigido para estar en transición, también lo es que no reúne el número mínimo de semanas cotizadas, esto es, 500 semanas pagadas al ISS dentro de los últimos 20 años al cumplimiento de los 60 años de edad 
, empero, en la resolución por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición (Fl. 71) se hace expresa mención a que el señor PEDRO MARTÍN PEDROZA ROMERO, según el reporte de semanas expedido por la Gerencia Nacional de Historias Laborales cotizó al Instituto de Seguros Sociales novecientas cincuenta y nueve (959) semanas, de las cuales cotizó como Servidor Público quinientas ochenta y tres (583) semanas, durante el tiempo que laboró en la Gobernación del Tolima; en el Sistema General de Pensiones cotizó trescientas setenta y seis (semanas).

No deja de sorprender a la Sala, tampoco, que el número de semanas cotizadas reportadas ahora por el Seguro, sea muy similar al que presenta el accionante y surge inevitablemente la inquietud referente a que si el Seguro Social sabía que el señor PEDROZA ROMERO había cotizado más de 500 semanas antes de cumplir los 60 años, estando en el régimen de transición, por qué razón no se le reconoció la pensión en su debido momento o al resolverse inicialmente la petición formulada.

En esas condiciones, está claro que el Seguro Social ha vulnerado dos derechos fundamentales en cabeza del actor por medio de una vía de hecho administrativa: el derecho de petición y el debido proceso; por consiguiente, el camino a seguir será ordenar a la entidad accionada, Instituto del Seguro Social que en el improrrogable plazo de diez (10) días hábiles contados a partir de la notificación de esta decisión, previo el análisis y estudio del caso del señor PEDRO MARTÍN PEDROZA ROMERO y del contenido de este fallo, profiera un nuevo acto administrativo que deberá contener como mínimo lo siguiente: (i) Un análisis puntual de cada uno de los planteamientos hechos por el petente, tanto en la solicitud inicial como al sustentar el recurso de reposición y los motivos por los cuales se acogen o desechan los mismos y, (ii) se explique la contradicción respecto del número de semanas cotizadas en su condición de servidor público y su incidencia en el reconocimiento o no de la pensión de conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente al momento de cumplir los 60 años. De ser necesario, se acudirá a las facultades contempladas en el Código Contencioso Administrativo para corrección de los yerros en que se entiende ha incurrido la administración, en especial, el mecanismo de revocatoria directa de sus propios actos.

En vista de las deficiencias en cuanto a la publicidad de las decisiones que en el presente evento se han presentado, se dispondrá que las notificaciones se hagan de la manera más expedita posible y con estricto cumplimiento de los términos dispuestos para ello, asimismo, en caso de ser este nuevo acto desfavorable a los intereses del accionante y de interponerse los recursos pertinentes, deberán ser resueltos e igualmente notificados dentro del tiempo perentorio contemplado para el efecto.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, el cual SE MODIFICA en el siguiente sentido:

SEGUNDO: En adición al derecho de petición tutelado, se concede el amparo al DEBIDO PROCESO, garantía fundamental vulnerada por el Instituto del Seguro Social.
TERCERO: Se ordena al Instituto del Seguro Social que en el improrrogable término de diez (10) días hábiles contados a partir de la notificación del presente proveído, profiera un nuevo acto administrativo, donde se analicen de manera detallada y se den adecuadas respuestas a los planteamientos del señor PEDRO MARTÍN PEDROZA ROMERO al radicar su solicitud de reconocimiento y pago de pensión, los plasmados al interponer el recurso de reposición, y las observaciones que se han consignado en esta providencia. De ser necesario, deberá acudir a los mecanismos que trae el Código Contencioso Administrativo para corregir su yerro, principalmente la revocatoria directa de su propio acto. Tal resolución, se notificará dentro de los términos establecidos para ello; y en caso de ser contrario a los intereses del actor e interponerse algún recurso, será resuelto con estricto apego a la normativa vigente para el efecto, en especial, dentro de los términos establecidos.

CUARTO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO



                                          (Con Permiso)

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala          
� Folio 42


� Folio 71


� Cfr Resolución No. 4111 visible a folio 23
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